
e El aJt. 45 de la Constitución de 1967 
establece textualmente: "Todo habitante de 
la República tiene derecho a gozar de vivienda 
00:aaa la Ley ptq:m:bá a ~ 
la vM:rrh higi§nia yEUlÚtrot, facilitando su 
adquisición estimulando la inversión de 
capitales privados para ese fm ." 

Afortunadamente, el mandato constitucional 
fue rápida y eficazmente cumplido por el 
Poder Legislativo. La Ley 13.728 dispone 
que la satisfacción de las necesidades de 
vivie nd a sea e nca rada med ia nte la 
planificación, a tendie ndo e l problema 
hab itac io na l e n fo rma integ ra l y 
aba rca nd o la universalidad de los 
beneficiarios. Es obvio que las 
necesidades de vivienda no se Limitan al 
á mbito ce rrad o e n que habita la 
familia. La Ley estab lece algunas 
normas referidas a la urbanización: el alt. 
24 que incorpora a l va lor de 
tasación la in cide ncia de las "obras 
complementarias de urbanización"; el alt. 
75 inc. 80. (derogado en tiempos de 
dictadura), facultaba a la DINAVI a 
reglamenta r las condiciones que deben 
reunir "las á reas urbanas y subu rbanas 
para el afincamiento de viviendas que 
se construyan de acuerdo a esta ley en a.1aJ1tO 

a servicios, equipamiento e instalaciones 
de uso colectivo". El alt . 3 numeral 2 de 
la Ley 16.112 otorgó al MVOTMA dichas 
facu ltades. Aunque sin consecuencias 
prácticas, a partir de la Ley 16.237 el 
Fondo Nacio na l de Vivienda pasó a 
llamarse Fondo acional de Vivienda y 
Urbanizació n. 
Por otra palte en el artículo 121 se hace 

ReD 
refe re ncia a la participación de los 
Gobiemos Municipales, apoltando a su costo 
las tierras necesaJias Ulbanizadas y dotadas 
de servicios de agua, a1cantaJillado, alu.rnbado 
público, pavimentos y energía domiciliaria. 

Debe te nerse e n cue nta que en e l 
Capítulo X de la Ley 13.728 se hace 
referencia a selvicios complementaIios a 
la vivienda (ans. 130 y 142). 
Finalmente, en la Sección 5 del mismo 
capítu lo, referido a las Cooperativas 
Matrices , e n e l a rt. 168 se establece: 

·Las Cooperativas Matrices, en caso 
de promover grandes conjuntos 
habitacionales, deberán establecer un 
proyecto urbanístico y edilicio de conjunto. 
Los lineamientos generales de esos 
proyectos deberán ser respetados por las 
unidades cooperativas filiales .. 

Por lo expue to, existe en la Ley una 
tendencia a istemática pero evidente a 
favorecer aque ll as pro pu estas que 
oto rguen, además de techos. soluciones 
integrales que atiendan a la efectiva 
mejora de la calidad de vida. Si bien las 
referencias espigadas a lo laJ'go de la Ley y 
de alguna de sus refonnas está n olientadas 
a proveer a los conjuntos habitacionales 
de los servicio indispensables para una 
vida decorosa (agua corriente, e ne rgía 
e léctIica, sanea¡niento) también propenden 
al mismo fm la mejor localización de las 
v ivie ndas y e l acceso a las vías de 
comunicación. 

e Es teniendo presente estas definiciones 
primarias que podemos ubica¡ el proyecto de 
rehabi li tación urba n a e n las zo nas 
centra les de Montevideo e n e l 
marco jUIídico genera l. El abordaje desde 
e l punto de vista jurídico tiene que ver con 
aspectOS institucionales y financieras. Es obvio 
que un proyecto como el que nos OQ.lpa 

requiere una gestión conceltada de agentes 
públicos y privados. El papel protagónico 
que debe jugar el Gobierno Municipal, en 
virtud de su competencia específica, debe 
complementarse con la palticipación activa 
del MYOTMA. En Plimer lugar porque e l 
alt. 1 de la Ley 16.237, derogó la facultad de 
los Gobiemos Depaltamentales de reclamar 
hasta el 50% de las metas depanamentales 
del plan del sector público. En segundo 
lugar (y no menos imponante) porque la 
re habilitación urbana tamb ié n es 
competencia del Ministerio. 

o En cuanto a los agentes privados, hay 
que te ner en cuenta e n primer 
lugar a los destinatarios del proyecto. 

I Vivienda'J.¡,¡¡! en 

Consideramos necesaJio el agrupamiento 
de los beneficiarios a los efectos de 
integrarlos al proceso como panicipantes 
activos. Obviamente, las formas jUIídicas a 
asumir están directamente ligadas a la 
organización e legida para el acceso a la 
vivienda. Asumiremos como crite ri o 
inicial de esta aproximación al tema que 
ninguna forma juridica se puede desCaJtar 
a priori como instrumento para grupos que 
procuran el acceso a la vivienda. 

En primer lugar, es menester distinguir 
entI'e asociación y sociedad, ténninos que 
se confu nden a menudo ya que e n 
sentido amplio la sociedad tambié n es una 
asociació n. Como queda dicho , en 
sentido lato, -asociación- es toda aquella 
agrupación de personas que se U11en para 
procurar e l cump limi e nto de un 
objeto común. Segun RIPPE , .en un sentido 
más estricto la asociación es una 
organización abierta, que persigue fines de 
interés general con base en la 
vinculación soUdan'a de sus miembros y que 
se alcanzan a través de la ejecución de las 
obligaciones de los asociados o poniendo 
determinados servicios a disposición de los 
mismos; con ese mismo sentido la sociedad 
es una organización contractual cen-ada, 
que tiene fines lucrativos que implican 
intereses contrapuestos y que se logran 
mediante la realización de operaciones con 
terceros, que se traducen en resultados que 
se expresan en dinero repartible entre los 
socios-o 

Apoyándonos en la cita 
precedente conesponde señalar que cuando 
hablamos de <~n civil. nos estamos 
refirie ndo a la asociación en sentido 
estIictO. Esta fonTIa podña ser útil pa¡<l agrupa¡ 
a todos los beneficialios y actuar como un 
grupo de inte rés en coordinación con las 
otras personas públicas y privadas 
comprometida en e l proyecto. Desde hace 
un año aproximadamente, el MoviJniento 
de Inundados de Paysandú , con 
aproximadamente doscientos soc ios, 
desempeña esa función en coordinación 
con e l MYOTMA, el gobiemo municipal y 
el CCu. También cabe preguntarse si una 
Asociación Civil puede ser titular de las vi­
viendas y celebrar con sus asociados 
contI-atos de uso y goce. En mi opinión 
esta solución es jurídicamente viable y fue 
adoptada en la expeIiencia de reciclaje de 
la Asociación Civil PRETYL con la 
aquiescencia de la Intendencia Municipal 
de Montevideo (convenio celebl<ldo el 29/ 
1193). Se entendió que entI<lba dentI·o del 
objeto de la Asociación Civil (en la especie, 
mejo ra r la ca lidad de vida de los 



hab itantes del Barrio Palermo). 
Dejo co nsta nc ia qu e la solu c ió n 
adoptada fu e mu y p o lé mica e n su 
momento y fue resistida dentro de la misma 
lMM . Requie re una autoregulació n de la 
propia Asociación Civil para salvaguardar 
los derechos d e los asociados y de la 
pro pia asociac ió n. Por o tra parte, los 
inte resados qu e ría n formar un a 
cooperativa pero se lo impedia el a rt. 142 
de la Ley 13 .728 qu e establ ecía un 
mínimo de diez miembros. 

Esta exigencia , que afectaba la 
viabilidad de la forma cooperativa para 
o pe racio ne d e rec icl aje, h a s ido 
modificada por e l a ltículo 462 de la Ley 
16.736 que agrega un segundo páll"afo: 
.Para el caso en que el objeto de la 
cooperativa se alcanzara a través de la 
realización de obras de mejoramiento, 
complementación y subdivisión en 
varias unidades de una vivienda 
existente (-reciclaje-) el número de socios 
se fija en seis.-

o Dentro del término -sociedad· se 
inc lu ye n tanto las c ivi les co mo las 
comerciales. Las coopera tivas, si bien en 
algunas leyes son caracte ri zadas como 
'I5OCiedades." también pueden caraaerizarse 
com o un te rcer géne ro que rea liza 
actividades econórTÚcas como las sociedades 
pero carece de fm de lua'o, al igual que 
las asociaciones. Por lo tanto con-esponde 
exa minar las formas jurídicas viables. 
En primer lu gar, las soc iedades 
come rciales, aptas pal"a la construcció n de 
fincas para revende r, no se adaptan a 
proyeaos como el que nos ocupa, ya sea ¡:a' 
el costo de funcionamiento y aibutalio y la 
despersonalización de las Sociedades Anó­
nimas, por las limitaciones en número de so­
c ios (c in c u e nta) y e n ca pital 
($ 348.664) de las SRL. Po r otra parte, la 
fmalidad de las sociedades comerciales es 
la paiticipación en las ganancias, aspeao que 
no es e l fm de las personas que se asocian 
pal"a acceder a una vivienda. Debo seña­
lar, no obstante, que la Ley 10.751 de 25 
de junio de 1946, que aún lige la pro pie­
dad ho rizontal, ha previsto la existencia 
de -sociedades inmo biliarias· con f01l1'la 
comercial y sin el fin de repartir beneficios. En 
nuestra opinió n esa no rma está 
derogada por el an . l o. de la Ley. 16.060, 
au nqu e e l tema es discutib le. 
El Dec re to-Ley 14 .804 c reó un tipo 
socia l lla mado "ocied ades civiles de 
p ropiedad horizontal" (en adelante SCPH). 
La plimel"a vinud de esta fOlma jUlÍdica es 
su especificidad. El objeto de estas socie­
c!ades es <€>Xlusiwmeme la construcción de 
un edificio de acuerdo con dicho 
régimen (el de propiedad hOI1zontal), para 
atribuir las unidades respectivas a sus 
integrantes· . Po r el hec ho de te ne r 
personaía jwídica se acepra que la sociedad 
se organice en fomla corpola tiva, es decir 

aauando a aavés de órganos, usuaIrnente, un 
órgano adrninistl"ado r y una Asamblea. Es 
indispensable que esta o rganizació n su~a 
de l co n t rato socia l, a unqu e e l 
func io nami e nto pueda regul a rse po r 
reglame nto interno . Una vez terminada la 
construcción, la SCPH se disuelve y adjudica 
las unidades a cada uno de los socios. 

A d ifere ncia de las Cooperativas, 
las SCPH existe n al solo e fecto de la 
co n stru cc ió n d e l ed ifi c io ( un so lo 
ed ifi c io p o r SCPH, ade más). Esta 
fomla jUlÍdica ha perd ido incide ncia e n 
los planes de vivienda. Tal vez llaya pagado 
un pecado de o rigen, ya que su creació n 
obedeció a una inte nc ió n espú rea: 
desactivar al movimiento cooperativista de 
vivienda y su desalToUo se dio ligado a 
promotores privados casi siempre vOlaces y 
no siempre honestos que desprestigiaron 
la helTamienta. 

o Queda p o r co n side ra r la fo rma 
coope ra ti va. A los e fectos de 
empre ndimie ntos limitados existe n las 
unidades cooperativas que se dividen 
según su forma de constnlcció n e n de ayu­
da mutua y de a h o rro prev io, 
segú n e l aporte principa l que pueda 
realizar el socio cooperador. 

Existe una tercera fOITI1a , de la que 
no se conocen ejemplos concretos, por lo 
menos recie ntes: la de autoconstrucció n 
(el trabajo e aportado po r e l futuro 
propietario o usua rio y sus familiares , 
pero no en fo mla comunitaJia). 

En cuanto al relacionamiento del 
socio con la vivienda existen las modalidades 
de usuarios, e n la cua l la coope rativa 
re tiene la propiedad, y la de propietarios, 
e n la cual la propiedad es entregada al 
socio, ya sea una vez construídas las 
viviendas (de e ntrega inmediata) o luego 
d e ca n ce la d o e l pré tamo para la 
co ns t rucc ió n (de e ntrega dife rid a). 

Q A los e fectos d e es te proyecto, 
convie ne detenerse en las Cooperativas 
Matlices, fonm especialmente adecuada 
para programas que no se agotan en un 
solo empre ndimiento. Po r otra palte ya 
existe una cooperativa malliz funcionando en 
el área del proyecto: la Cooperativa de 
Vivienda d e Vec inos Ma tri z Aguada 
(COVlVEMA). 

Las Cooperativas Matl'ices tie nen 
como objeto principal o rganiza r a sus 
socios e n Unidad es oope rativas d e 
Vivie nd a filial es p a ra co ns truir O 
adquirir conjuntos habitacio nales. En el 
estatuto de COVIVEMA se prev ió 
expre ame nte la hipótesi del reciclaje, 
aunque éste puede considerarse un subtipo 
de la construcción de viviendas. Hay dos 
catego rías de Coope rativas 
Matl'ices: gremiales o territoriales. La 
g re mia les pueden incluir uno o más 
secto res de acti vidad con afin idad 

laboral (no necesaliamente Sind icales). Las 
te rrito ria les pueden definir su á mbito 
geográfico dentro de límites amplisinlos 
(puede ser ur¡.a circunferencia cuyo radio 
máximo es 200 kilómetros). En e l caso de 
COVlVEMA se favo rece a las personas que 
v ive n o tra b aja n e n la Agu ada . Las 
Cooperativas matlices están abieltas a la 
insaipció n de socios hasta un limite de 
mil socios sin vivienda adjudicada. Por cada 
inmueble o conjunto habitacional cuya 
cons tru cc ió n d ec ida la matriz se 
o rganiza una unidad cooperativa que 
podrá asurnir cualquiaa de las modalidades 
cooperativas desaiptas en e l numeral VI. 
Tal como se señalara o po ffilllamente la 
posibilidad de promover glandes conjw1tos 
habitacionales con su proyeao urbarústico y 
ed ilicio de conjunto está previs ta 
expresamente por el a1t. 168 de la Ley 13.728. 

ÚIS ventajas de las cooperativas 
matrices son evidentes: 

a) Su ubicuidad para atender demandas 
de diversos secto res socio-econó micos, 
diseñando solucio nes distintas adecuadas 
a) cada glupo. 
b) Su o rganización democrática . 
c) Un impacto l11ayor que el que puede 
tener un emprendimiento más acotado,con 
el consiguiente beneficio paJ"a el proyecto. 

Q Otros acto res privados pueden ser, 
si n excl uir a o tros, los Institutos de 
Asistencia Técnica, de existencia necesaJia 
en todo e mprendimiento cooperativo, y 
las institucione privadas de crédito, e n 
especial las coopaativas de a1101lD Y créclito, 
de recie nte incorporació n al e le nco de 
fi nanciadores d e vivienda d e inte rés 
social, e n aplicación del arto 215 de la Ley 
13.728 e n la redacció n del art. 4 d e 
la Ley 16.237. 

O Finalrre-re, en el plano finaociem, acanás de 
la re fe re nc ia hec ha e n e l num e ra l 
ante rio r y de la compete ncia obvia del 
Banco Hipoteca rio de l Uruguay como 
ad ministrad o r del Fondo Nacional de 
Vivie nda y Urba nizació n , correspo nde 
dedicar un pán-afo a un instrume nto con 
que cue nta la Intendencia Municipal de 
Mo ntevideo a los efeaos de procwarse tienas 
y a la vez ev ita r e l procedimi e nto 
expropia to rio: la Cautela Urbanística de 
Mo ntevideo. Se trata de docume ntos de 
crédito transmisib les y que dan lugar a 
adquirir unidades d e los e difi c io 
construídos. Si bie n dicho instlume nto 
poclJia ser operante para la adquisición de 
v iv ie nd a e n pro piedad ho ri zo nta l 
genera dificu ltades su a1monización con 
el régimen coopemtivo. o obstante eUo 
queda la posibil idad de la e najenació n de 
la cautela en favor de la Cooperativa, de la 
propia Intendencia o del órgano fimnciaoo; 
sin pe¡juicio de las soluciones que invente la 
vida ante el caso concreto. 


